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el precio del terreno, los darlos y perjuicios y los intere­
ses de la cantidad en que se fija el completo ó reintegro 
de aquélla.

Pero, señor Juez, hay más todavía.
Las expropiaciones se rigen por disposiciones especia­

les, como que importa una desviación de la ley común 
que impera en el régimen del dominio—son excepciones 
á la libre disponibilidad y uso de las propiedades sujetas 
á é l—y escapan por consiguiente d las disposiciones ge­
nerales, que como la invocada del artículo 1322 del Có­
digo Civil—se ocupa de obligaciones en mora, tomando 
el término en su sentido legal.

Si así no fuese, y aun concediendo que de ella no de­
bía prescindiese, me asistiría el derecho de decir, que se 
disposiciones especiales no asistieran para el caso que nos 
ocupa—y otros análogos—esto es— para cuando de expro­
piaciones se trata, voy más lejos,—aún concediendo que 
de deuda ilíquida se tratase, y so prescindiera de las re­
glas de Derecho Administrativo y leyes al respecto vigen­
tes en nuestro país sobre expropiación (Julio de 1877, ar­
tículos 7.° y 9.°) y aún concediendo, lo que ya es mucho 
conceder, que el motivo de esta causa fueran caminos, 
calles, etc., etc., obras en fin, en las que, previo el proce­
dimiento legal, el E stado se ve obligado á adquirir la 
propiedad privada, de una manera forzosa—aun así de­
cía— V. S. habría olvidado disposiciones vigentes expre­
sas, que amparan á mis representados, y entre otras la del 
artículo 2188 del Código Civil que dice que: «en las deu­
das ilíquidas los intereses corren desde la demanda judi­
cial por la suma del crédito que resulte de la liquidación.»

Cito esa disposición, á pesar de no creerla pertinente 
sino en la hipótesis indicada, porque no hay deuda ilí­
quida en la acepción estricta de la palabra, ni aún legal- 
mente apreciado el término, ni como creo haberlo demos­
trado acabadamente, son de aplicación á la cuestión sub 
judice  los artículos del Código invocados de contrario.

Concluyo, señor Juez.
Enriquecerse con lo ajeno, es lo que importa, lo que 

pretende la Em presa, la que después de haber tomado 
posesión del terreno de mis poderdantes, posesión que 
por circunstancias que de autos resultan quisieron darle, 
antes de haber arreglado la indemnización, se niega á 
pagar los intereses de la cantidad que en el acto de tomar­
la debían haber abonado.

Y  enriquecerse con lo ajeno, digo, es Jo que pretende 
la Em presa al negarse al pago de los intereses reclama­
dos, porque ella está en el goce de lo que á mis po­
derdantes pertenece, el inmueble expropiado, digo mal, 
pues además del inmueble está en el goce del precio de 
éste porque como es notorio esta Empresa vendió á la 
actual « E. al O. del F . C. del U. » y ha recibido su im­
porte.

¿Es eso justo? ¿Es eso legal? ¿Es. eso equitativo?
Sólo en- nuestro país lo sería si esa doctrina fuese san­

cionada, lo que no es de esperarse.
En ninguna parte del mundo ella impera, ninguna le­

gislación la sanciona. Para no citar otras, me limitaré á 
la vigente en España, en la madre patria, legislación ba- 
sadá en la antigua que ha servido de fundamento á la 
nuestra y que á falta  de disposiciones expresas aún rige 
en la República.

¿Qué es lo que por esa legislación se estatuye?
Dejo la palabra á Escriche (Verb. «Enajenación forzo­

sa» , tomo 2.°, pág. 808, edi 1874).
Después de establecer que el precio íntegro de la ta­

sación se satisfará al interesado con anticipación á su des­
ahucio . . .  abonándosele además, el 3 %  del precio ínte­
gro de la tasación, según lo dispone el artículo 18 de la

ley de 17 de Julio de 1836, página 809, y que en cuestio­
nes administraiiv:;«, no sólo los derechos perfectos y ab­
solutos desconocidos ó heridos producen indemnización á 
favor de su dueño, sino también los intereses legítimos 
compatibles con el interés público lesionado á nombre de 
ese interés... dice que «el derecho que según los ar­
tículos 7.° y 8.° de la ley de 17 de Julio de 1836, tiene 
la persona expropiada por causa de utilidad pública para 
exigir no sólo el valor de la'propiedad que se le destruye 
ú ocupa, sino también el importe de todos los daños y per­
juicios que se causan por la expropiación y el 3 por 
ciento d que asciende el total reintegro; se conserva 
no obstante la cláusula general de renunciar á los demás 
daños que hubiera sufrido . . .» (En este asunto no ha exis­
tido siquiera esa renuncia).

Pero basta, ¿á qué abundar en citas, cuando en el 
mismo asunto de B., de contrario citado, V. S. reconoció, si 
no en su totalidad la verdad de lo que vengo sosteniendo, 
en parte al menos, al mandar pagar los intereses desde 
la demanda, aplicando al caso la disposición del ar­
tículo 1278, que dejo citado? ¿A qué abundar en otras 
citas y transcribir las opiniones de letrados del Foro de 
la República y de autores que sobre la materia han es­
crito, opiniones que no discrepan de la que dejamos ex­
puesta, si V. S. mismo se ha encargado de sostenerla, de 
defenderla, aprobando IN i.ímine, la liquidación en que se 
mandaba pagar los intereses sobre el total de. la indemni­
zación, incluyendo la suma correspondiente á los daños 
y perjuicios en el asunto hoq archivado de don ,J. M. con 
los «F. del O.»?

¿Habrá dos criterios distintos en V. S.? No quiero 
creerlo—como no creo que haya dos morales.

Atribuyo el auto de V. S. de que recurro, únicamente á 
que debido á sus múltiples ocupaciones no le ha dedicado 
la atención que requería—y por eso es que espero, con­
fiado en su rectitud é ilustración, se sirva revocarlo, man­
teniendo la liquidación presentada, otorgándome para el 
caso denegado la apelación que en subsidio dejo inter­
puesta. Es justicia, etc.

Montevideo. 10 de Agosto de 1901.

A rturo Terra,
Abogado.

J . B. I.

La Dirección de L a R evista de Derecho, J uris­
prudencia y Administración, deseando tener por nor­
ma la equidad más estricta y en vista de que el punto 
jurídico tratado por el doctor don Arturo Terra en el es­
crito que antecede está á consideración de uno de los 
Tribunales de Justicia, ofreció 9us columnas al abogado 
director de la contraparte para que hiciese conocer á los 
lectores de L a Revista su argumentación en favor de la 
sentencia de primera instancia.

El letrado dé la  referencia, por razones que no son del 
caso exponer, no ha creído deber dar á la publicidad en 
este momento el trabajo referido, pero lo enviará para 
que salga en uno de los próximos números, conjuntamen­
te con la opinión de varios distinguidos abogados que es­
tán de acuerdo con él sobre el punto que se discute.

Los lectores de L a R evista tendrán, en breve, la 
información completa referente á la interesante cuestión. //

Consulta

¿Es pasible de alguna pena legal el sacerdote 
que en .el pulpito, en la prensa ó por medio de /  
impresos impugna y califica de concubinato aj ■/
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matrimonio civil obligatoriamente consagrado por 
nuestras leyes?

Un suscriptor (Salto).

La cuestión que se consulta ha sirio llevarla ante los 
Tribunales en más de una ocasión. Así en 1893 la Aso­
ciación Liberal en Paysandú, denunció criminalmente al 
cura párroco de la localidad acusándolo de haber incitado 
al desprecio y desobediencia de la ley y como reo de se­
dición y por la falta contra la moral y las buenas cos­
tumbres que previenen los incisos l.° y 2.° del artículo 406 
del Código Penal, motivando esta amplia acusación un 
aviso colocado á la entrada de la Iglesia que más ó me­
nos decía lo siguiente:

«Aviso d los fieles: Con el objeto de prevenir á los fieles 
contra el error de las más tristes consecuencias en que 
por ignorancia han podido incurrir algunos acerca de la 
verdadera doctrina sobre el matrimonio, se publica el si­
guiente aviso para que se haga manifiesta cuanto sea po­
sible, esta verdad de suprema importancia.

«l.° Tengan preséntelos fieles que el matrimonio es un 
sacramento, y que como tal, no lo puede administrar vá­
lida ni lícitamente sino la Iglesia Católica á que perte­
necen.

«2.o El matrimonio sea entre católicos, ó bien entre ca­
tólicos y no católicos, no estando autorizado por la Igle­
sia es un público concubinato y una indignidad para un 
cristiano.

«3.° L a  palabra disidente para quien nació en el cato­
licismo. equivale á apóstata de su religión, y ese título 
adoptado en algún contrato matrimonial, no lo hace sin 
embargo, lícito ni válido de ninguna manera, antes bien, 
á más de ser inútil y nulo ese contrato, coloca á los hijos 
que nacieran en la condición de los hijos de los herejes.

«4.* Los hijos no son legítimos, ni podrán serlo mien­
tras el matrimonio no esté autorizado por la Iglesia Cató­
lica en que han nacido.»

Posteriorm ente en 1899 en el Durazno, fué denunciado 
y enjuiciado el padre Costa, quien en varios sermones y 
con ocasión de la misión del Obispo á quien acom pañaba, 
se expresó en términos violentos contra la ley de matri­
monio civil, diciendo que sin la  consagración religiosa, 
era un simple concubinato, y frases por el estilo entre las 
que recom endaba á sus feligreses que no entregasen sus 
hijas en matrimonio sin la consagración religiosa, pues 
para la  Iglesia esas uniones eran ilícitas é ilegítima la 
descendencia que de ella9 se hubiera. En este caso so 
concretó la  acusación al artículo 135 del Código Penal, 
exclusivamente.

E n  ninguno de estos dos juicios, han prosperado las ac­
ciones intentadas.

E n  el primero instruido brevemente el sumario, el 
A gente F iscal no acusó, declarando que la acusación 
única á que habría  lugar en todo caso, que era la excita­
ción al desprecio y desobediencia de la  ley (artículo 135 
Código Penal) no estaba justificada de autos, pues no re­
su ltaba  ni del aviso transcripto ni de las demás decla­
raciones tomadas, que se hubiese incitado á desobedecer 
la  ley, sino que en ese aviso y prédicas se habían limitado 
á  recom endar á los católicos que consagraran sus unio­
nes por la  Iglesia, con lo que no incurrían en delito.

D esde el momento que el F iscal no dedujo acusación, 
el juicio term inó quedando absuelto el sacerdote acu­
sado. (1)

II) Por Ion antecedan lo« relativos á este asunto puede leerse el folleto «Ni 
retrógrados ni tartufos», de Ketem c-rino E.. Pereda, páginas 146 y siguiente*.

En el juicio iniciado en el Durazno al padre Costil 
acusó el Fiscal por excitación al desprecio do la ley. ¡rj 
Juez no hizo lugar á la condena que se pretendía v ah. 
solvió al acusado, sosteniendo en su sentencia idéntica 
tesis que en el juicio anteriormente referido. Que n,, 
había excitado á la desobediencia de la lev, que tan sólo 
se había recomendado á los católicos que consagraran sus 
uniones por la Iglesia y hecho propaganda en ese sen­
tido y que en cuanto á la crítica hecha á la ley civil así 
como á los términos más ó menos violentos en que 
se hizo, por sí solos, no constituía delito alguno y no pr>_ 
día coartarse la manifestación de opiniones, desde (¡lh. 
ellas no violaban disposición penal alguna y estaba 
rantida por la Constitución la libertad de pensamiento

Apeló el Fiscal de esta sentencia absolutoria, v pasad­
la causa al Juzgado del Crimen, el Fiscal doctor A- A 
chaga prosiguió la instancia, diciendo que «era evi 1 
que no había habido excitación á la desobediencia <!■■ 
lev, pero que al calificar de concubinato á los cas a 
sólo civilmente y de ilegítimos á los hijos nacidos di* 
uniones, se había excitado al odio y hostilidad ccm  
gremio de los casados civilmente, incurriendo por c 
guíente en el delito de excitación al odio y hostilidad 
tra uno de los gremios sociales, previsto en la ú: 
parte del cilado artículo 135 del Código Penal.

El Juez del crimen falló el asunto haciendo lugar 
acusación fiscal y revocando la sentencia de primero 
tancia, condenó al padre Costa á una multa de c 
cincuenta pesos.

Este asunto está ahora ante el Tribunal en t<*r • 
instancia y el fallo que en él se dicte, será interesan 
alto grado, pues vendrá á sentar un primer caso de ju. 
prudencia en esta debatida cuestión.

A falta de esa jurisprudencia que aún no se ha < 
Mecido sobre el asunto, entraremos á estudiarlo á lo 
de los principios que rigen la materia, bajo su faz lcó¡ 
ó doctrinaria. Baja este aspecto puedo avanzar desde . 
la opinión de que, en los casos mencionados en esta <■ v;* > 
sición y en el que se consulta, no se infringe el artículo I :i i 
del Código Penal en ninguno de sus incisos, ni ningu : i 
otra disposición del mismo Código.

En la acusación al cura de Paysandú á que nos hennw 
referido, no se omitió la cita de ninguna disposición I-- 
gal que pudiera ser aplicable al caso, pues hasta com í 
delito de sedición y como falta contra el pudor público era 
calificado su aviso ó prevención contra el matrimonio ci­
vil.

L a  acusación por sedición es notoriamente improce­
dente, pues es carácter esencial de este delito el abri­
miento público y tumultuario, para conseguir por fuer xa 
ó violencia alguno de los fines previstos en los incisos del 
artículo 121 del Código Penal. Respecto á las fallas con­
tra la moral, no está comprendido tampoco en ellas, el 
hecho de tra tar de concubinato al matrimonio civil ni el 
poner un aviso que así lo diga, pues el Código se refiere 
á la9 palabras ó ademanes obscenos con los que se ofen­
diere al pudor público ó bien á los letrero.-: ó dibujos 
ofensivos al pudor escritos ó trazados en lugar visible de 
la vía pública (incisos l.° y 2.°del artículo 406 del Código 
Penal) y no existe obscenidad alguna en recomendar la 
consagración religiosa del matrimonio civil ni la califica­
ción de concubinato que á éste se dé, ni menos puede 
constituir una obscenidad ó letrero ofensivo al pudor la 
palabra concubinato aislada.

Calumnia ó injuria tampoco existe, porque no hay he­
chos concretos ni persona determinada ó directamente 
ofendida ni el anim us injuriandi que califica el delito.

Sólo queda por examinar el artículo 135 del Código
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Penal, que es el que más estrecha relación tiene con los 
hechos imputados. Tres distintas prevenciones encierra 
dicho artículo: l*  la apología de delitos; 2.‘ la excitación 
pública al desprecio y desobediencia de la ley, y 3.a la 
excitación al odio y hostilidad de cualquiera de los gremios 
sociales. Descartando el primer número de ese artículo, 
la apología de delito, que no tiene aplicación ni siquiera 
lejana con el caso consultado, examinemos los otros dos 
párrafos.

La excitación al desprecio y desobediencia de la ley, 
además de la publicidad que es circunstancia constitutiva 
del delito, debe ser clara y directa y tendente en cuanto 
al ánimo é intención del delincuente, á que se desobedez­
ca y haga menosprecio de la ley.

Pincherli, al comentar el artículo 247 del Código ita­
liano, concordante con el nuestro y del cual fué tomada 
esa disposición, dice: «La excitación á desobedecerla ley 
debe ser explícita, para estar sujeta á condena, y queda 
encomendado á la prudencia del juez el no confundir con 
ella las discusiones de principios y opiniones, la crítica 
honesta, la cual, por vivaz y ardiente que fuere, es libre 
como el pensamiento.»

L a  crítica de la ley y el empleo de conceptos más ó 
menos exagerados, no es delito ni está castigado como 
tal; es sólo cuando esta crítica sale del terreno de la dis­
cusión de opiniones, de la simple intelectualidad y entra 
al de la acción, cuando se hace peligrosa, ataca al orden 
social y se convierte en delito. !>i por juicios hechos á las 
leyes ó por los epítetos más ó menos violentos que en 
esos juicios se hubieren empleado, se fuera á formar pro­
ceso y á aplicar el artículo 35 del Código Penal, se habría 
coartado la libertad de pensamiento que es una de las 
conquistas del liberalismo y se habría hecho imposible la 
reforma y derogación de las malas leyes. No es, pues, la 
crítica, la discusión, la manifestación de opiniones lo que 
la ley castiga, sino la excitación al desconocimiento y des­
obediencia de la ley, es decir, la incitación á la acción 
contra los mandatos de la  ley, en cuyo caso se traspasan 
los límites de lo permitido, se ataca al orden social, se 
hace punible el discurso ó prédica.

U n ejemplo, entre muchos que podrían c iarse, aclarará 
esta interpretación. Supongamos que se dicte una ley 
creando un impuesto y que él no satisfaga á una parte de 
los habitantes. Desde la prensa y la tribuna, lo mismo 
que por el folleto y el libro, podrá criticarse esa ley y 
decirse que es mala, que es perjudicial bajo el punto de 
vista económico ó social, que será inmoral en sus conse­
cuencias y  efectos, etc., etc., y con todo esto no se habría 
incurrido en delito por más vehemente y apasionada que 
fuere la crítica; pero, si de la simple crítica se llegase á 
decir á  los contribuyentes que no debían pagarlo, que 
ocultasen ó falseasen las declaraciones que la ley y á los 
electos de la  imposición les ordenare, etc., entonces se ha­
bría entrado al terreno vedado, se habría pasado de la 
simple intelectualidad, de la simple crítica ó manifesta­
ción de opiniones, á  la incitación peligrosa al orden social 
y sería de aplicación la disposición penal del artículo 135.

Por consiguiente, mientras no haya una excitación pú­
blica y dirigida directamente á incitar al desconocimiento 
6 desobediencia de la ley, no hay delito. Labe observar 
qué la incitación al desprecio sería insuficiente, pues la 
ley habla de desprecio y desobediencia, y ambus palabras 
están reunidas por la conjunción Y, que no es disyuntiva 
sino copuladvu y destinada, por consiguiente, á unir y 
complementar ambos conceptos; desprecio y desobedien­
cia dice la ley, y el significado de esa frase es otro distin­
to al que tendría si hubiere en lugar de la y  una ó.

En ios casos consultados, los clérigos hacen crítica ve­

hemente de la ley de matrimonio civil, pero no llegan 
con ello á incitar directamente al desacato y desobedien­
cia de esa ley. Pueden leerse con detención las expresio­
nes y conceptos de los curas del Durazno y Paysandú, y 
de ellas resultaría que no hay tal excitación á ía desobe­
diencia de la ley. Sino la propaganda para ellos justifica­
da de que las uniones civiles reciban consagración reli­
giosa.

En esto, y no obstante lo mucho de impolítico é im­
prudente que hay en esas prédicas, no hay delito ni ile­
galidad y cabe observar que la misma ley de matrimonio 
civil prevé la consagración religiosa del matrimonio, dis­
poniendo en uno de sus artículos que la falta de consa­
gración religiosa, protestada en tiempo, dará lugar á la 
anulación del acto civil.

Pero en esas prédicas, al calificar de concubinato al 
| matrimonio civil y de ilegítima á la prole de esas unio­

nes, ¿no se incitará al odio y hostilidad contra las perso­
nas casadas sólo civilmente?

Esto es lo que se sostiene actualmente por el Fiscal 
del (.'rimen en el juicio seguido al padre Costa y que está á 
fallo de tercera instancia en el Tribunal.

La disposición relativa del Código Penal diee textual­
mente que con la misma pena será castigado el que pú­
blicamente excitare «al odio y hostilidad contra cualquiera 
de los gremios sociales».

El doctor Pablo De- Daría, en un ¡ consulta sobre este 
punto, publicada en el folleto «Ni retrógrados ni tartufos», 
del seííor Setembrino E. Pereda, sostiene la afirmativa; 
por mi parte y concretándome al caso consultado, tengo 
diversa opinión.

Los casados sólo civilmente no constituyen un gremio 
social, y á éstos es á los que la ley se refiere, (tremió, en 
su acepción más corriente y autorizada, significa el con­
junto de personas que se dedican al mismo oficio ó pro­
fesión, ya sea que estén ó no asociados ó en corporación. 
Podrá por extensión decirse el gremio de los casados ó 
solteros, pero parece ya aventurado el calificar de gremio 
á la parte limitada de los casados sólo civilmente. El 
principio de interpretación por analogía ó extensión (pie 
se aplica al derecho civil no rige en derecho penal, y ad­
mitir que los casados sólo civilmente constituyen un gre­
mio social, sería extender la aplicación de la ley más allá 
quizás de sus términos y de la previsión del legislador. 
Pero, dejando de lado esta cuestión, queda siempre en 
pie lo que hemos sostenido desde un principio, respecto á 
las condiciones de la excitación, que debe ser clara y de­
terminada y dirigida á los fines previstos por la ley, es 
decir, á que se desprecie y desobedezca la ley ó que se 
incite al odio y hostilidad contra la clase ó gremio de los 
casados sólo civilmente.

En la hipótesis que correspondiese esta denominación, 
no vemos que exista en el calificativo de concubinato que 
se da á esas uniones.

El límite de lo tolerable y de lo punible es por demá9 
difícil de determinar en esta materia; no ofrecería dudas, 
por ejemplo, la violación de la disposición legal si á raíz 
de ese calificativo de concubinato, se recomendase á los 
católicos que no cultivasen relación ó trato con aquellos 
que no consagrasen sus uniones; pero si el contexto del 
discurso es sólo el de incitar á los oyentes á consagrar 
sus uniones con la ceremonia religiosa, no habría tal he­
cho punible, como no habría delito en quien hiciese pro­
pagúela en contra del celibato, en iaiu > no se excitase de 
una manera clara y directa á la hostilidad y odio contra 
esa clase social.

Concretando nuestro pensamiento, diremos que no es 
una palabra 6 frase más ó menos avanzada la que coi)9-
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ti tuyo oí Jolito, »sino ol contexto y fin del discurso, del 
que resultará la violación legal.

Al contestar negativamente esta consulta estamos muy 
lejos de admitir que esas prédicas, repetidas con harta 
frecuencia desde el pulpito, sean inofensivas y deban de­
jarse sin correctivo. Hemos sólo manifestado nuestra opi­
nión personal sobre la aplicación al caso de las disposi­
ciones legales propias de nuestra legislación, insuficien­
tes en esta parte.

La acción del cloro, y sobre todo el U90 abusivo que 
del pulpito se hace, han debido ser previstas por el 
legislador, estableciendo en la Sección 2.a del Código 
Penal, que se ocupa de I09 delitos contra el orden pú­
blico, una ó dos disposiciones que pusiesen límite al 
abuso evidente de la oratoria sagrada, cuando, saliendo 
de las cuestiones religiosas, que son las únicas que les 
atañen, entran á denostar las leyes, las instituciones del 
país, ó á criticar los actos del gobierno ó de los funcio­
narios que lo ejercen.

La naturaleza de la tribuna en que se hace la prédica, 
de una parte, y de otra la circunstancia de que los tem­
plos son protegidos y sostenidos por el Estado, como asilo 
y centro de fe, de religión y creencias, pero no como lu­
gar de lucha y propaganda política ú otros temas ajenos 
á sus fines, justifican las restricciones y sanciones pena­
les.

El Código Penal francés tiene disposiciones expresas 
en las cuales, y bajo el título de delitos y faltas de los 
Ministros del Culto, se prevén los casos posibles cuyo 
castigo interesa al orden público.

Los primeros años de la República en Francia, fueron 
de lucha abiertaAontra el clero, lucha que aún mismo 9e 
prosigue. Una larga experiencia ha obligado allí á de­
fender al Estado y á las instituciones contra esos ata* 

ues, que con la organización del clero, con su depen- 
encia de autoridades dirigentes y con el prestigio que 

le prestan su investidura y el templo de donde hablan, 
constituye un peligro para el orden público, que en igual­
dad de condiciones no entraña ninguna otra propaganda.

En Italia, y durante la larga lucha sostenida para con­
seguir su unidad territorial é independencia, han tenido 
iguales enseñanzas, con doble motivo, por tener allí su 
asiento el Jefe Supremo de la Iglesia.

Los artículos 182, 183 y 184 del Código Penal Italiano 
prevén esa clase de delitos, determinando penas para el 
sacerdote que desde el púlpitc ó en acto público de sus 
funciones, denostare las leyes ó instituciones del país, 
criticare los actos del gobierno, al Rey, Príncipe ó miem­
bros de la familia real, etc.; la crítica á la ley de matri­
monio civil, la calificación de concubinato á la sola unión 
civil 6 de ilegítimos á I09 hijos nacidos de esas' uniones, 
etc., etc., todes estas expresiones y otras semejantes que 
no entran dentro de las prohibiciones y sanción del ar­
tículo 135 de nuestro Código, entran y son materia de las 
disposiciones especiales contra abusos de los Ministros 
del Culto, á que hacemos referencia.

Pincherli, al comentar los artículos relativos á estos 
delitos, menciona expresamente que incurren en ellos, los 
que se pronuncian contra las leyes de matrimonio civil, 
de registro ó estado civil, que critican los programas y 
sistemas de educación ó enseñanza pública que promul­
guen ó aprueben las autoridades, etc., etc. Disposiciones 
como estas serían las que autorizarían el castigo de he­
chos de esta naturaleza, que ni son inocentes ni deben 
mirarse con indiferencia.

Por lo pronto, la lucha y protesta de los elementos li­
berales contendrá, á título de reacción privada, mucha 
parte de esos abusos; siempre y en todo caso queda

abierta además la vía de la acción administrativa por ¡M. 
termedio «leí Ministerio de Relaciones y Culto.-*, vía di. 
caz, pues el Jefe de la Iglesia Nacional está en el rl<-|„.r 
de atender cualquier indicación que se le haga sohre 

I tos ú otros abusos por el Ministro de quien depende, v 
con más razón, si como en este caso y como ha sucedido 

j en la generalidad délos producidos, cunde y toma propi,r_
! dones l'a agitación y se hace poderosa y viva la proi.-,~i:I;

en tales circunstancias, no hay duda que por la vía a I- 
i ministrativa serían llamados al orden los que faltaren. T 
¡ si estos remedios fueran insuficientes, quedaría siempr,;
! libre la acción legislativa para llenar esos claros de |;l 
; ley; pero, entretanto, no cabe dentro de las disposiei,,. 

nes actuales el reprimirlos con las sanciones penales de 
nuestro Código, que no los comprenden ni alcanzan.

D i o n i s i o  R a m o s  S u á r e z

Reproducción de un documento in te n ­
sante

In form e q u e  la  C o m isió n  de C ó d ig o s  p r e s e n ta  al Y.-.r '-j
G obiern o d e la R e p ú b lica , so b re  el C ódigo Civil en v • j.
cia , por d ecr eto  de la  A sa m b lea  G eneral, en 29 a  ; ,.0
de 1 8 6 8 .

(Continuación)

Manteniéndose, pues, la Comisión dentro del -i : ( 
de retroactividad ya establecido, que exceptúa de , '!-■
cación del Código los asuntos pendientes que ton i
su favor prescripciones expresas en contrario, ...........¡ó
en el civil, las disposiciones transitorias de los aro’ :.k 
1120, 1148, 1192 y la del 2353, que jamás dijo la ■ ai- 
sión fuese el mismo artículo 1770 del Código de r  .■ r- 
cio, como falsamente se ha afirmado.

La cláusula contenida en él y á que me he r d '  i i », 
era indispensable para evitar las dudas que, el dt* C<.< ,>r- 
cio había suscitado sobre si por asunto pendiente s en­
tendía el que no estaba definitivamente juzgado, en m.liis 
instancias, ó aquel que no había recibido aún ninguna 
decisión judicial.

Esa cuestión tenía divididas las opiniones de los nbo­
gados de nuestro Foro; y naciéndose cargo de ella, y que­
riendo resolverla, como era de su deber, la Comisión con­
vino en la interpretación que le (lió en dicho a r t ícu lo .

Recordando ese antecedente, ya s e  v e  q u e  la  Comisión 
no podía dejar de hacerlo; y raciocinando c o n  ca lma y 
despreocupación, así se había reconocido por los  oposi to­
res al Código, cualquiera que fuera el juicio q u e  ellos tu­
viesen sobre el mérito de la resolución.

Pero dándose otro giro á las ideas, entrando en el campo 
de las interpretaciones arbitrarias é interesadas, de ese 
texto del artículo, se sacó argumento para probar la pre­
tendida adulteración del Código y sacar por consecuencia 
su falta de autenticidad !!

La disposición del Código do Comercio no era aplica­
ble á las sucesiones y testamentarías, de que él no se ocupa 
ni puede ocuparse.

Era, pues, indispensable que el Código Civil estable­
ciese la regla ó principio que debiese regirlo, como el de 
Comercio la había establecido para los contratos; y do ah 
resultó el artículo 1148, que, como el anterior, suministra 

j á esos opositores otro argumento en favor de las supues- 
, tas intercalaciones posteriores á la promulgación del Có- 

digo; y por consiguiente contra su autenticidad !!


